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Asunto: Presentación informe de Ponencia para primer debate al Proyecto de Acto Legislativo No. 192 de 2012 Cámara “Por el cual se reforman los artículos 116, 152 y 221 de la Constitución Política de Colombia”
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PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO NO. 192 DE 2012 CÁMARA
“Por el cual se reforman los artículos 116, 152 y 221 de la Constitución Política de Colombia”
En cumplimiento de la designación que hiciera la mesa Directiva de la Comisión Primera de la Cámara, nos permitimos presentar informe de ponencia para primer  debate al  Proyecto de Acto Legislativo No. 192 de 2012 Cámara “Por el cual se reforman los artículos 116, 152 y 221 de la Constitución Política de Colombia”
El proyecto de Acto Legislativo presentado busca establecer un marco jurídico claro de nivel constitucional para la investigación y juzgamiento de los militares y policías que en cumplimiento de su deber se ven avocados a responder ante las autoridades judiciales por sus actuaciones.
Su discusión representa también una oportunidad para dejar claro que contar con postulados constitucionales que garanticen el respeto de los derechos mínimos de defensa y debido proceso de los uniformados contribuye a reforzar los avances que ha logrado el Estado colombiano en materia de respeto y garantía de los derechos humanos. Esos derechos humanos son universales y a veces se nos olvida que los militares y policías también son destinatarios de las garantías que predicamos para todos los habitantes de Colombia.

Propugnar por unas reglas de juego preestablecidas desde la Constitución en materia de fuero, justicia penal militar y defensa técnica es un clamor de los hombres y mujeres que exponen todos los días su vida, libertad, honor y dignidad a la hora de cumplir con su deber. Si el Estado les ha otorgado el uso de las armas para defender a la Nación y garantizar las condiciones de convivencia, y vigilamos con celo el uso que de ellas hacen, el mismo Estado les debe brindar la seguridad jurídica para que en caso de investigación sean juzgados con pleno respeto de sus derechos, en el marco jurídico que corresponde y con una defensa de calidad.
En el marco del trámite del Proyecto, se surtió una audiencia pública citada por la Comisión Primera de la Cámara de Representantes el día 26 de marzo de 2012, para la cual se hizo una amplia convocatoria a representantes de la sociedad civil, Organizaciones No Gubernamentales, organizaciones sociales y de derechos humanos, representantes de la fuerza pública, así como decanos de Universidades y académicos que han manifestado interés en el debate. 

Respondieron el llamado los siguientes intervinientes, quienes coincidieron en la necesidad de la reforma. Mientras algunos consideraron conveniente y completa la propuesta, otros la consideraron insuficiente para brindar seguridad jurídica a los integrantes de la Fuerza Pública teniendo en cuenta la compleja realidad operacional que afrontan en el marco del conflicto.
Se destacaron las siguientes intervenciones:

General Arturo Camelo: consideró oportuno continuar con el debate del inciso propuesto en el marco de la reforma a la justicia, en su criterio suficiente para garantizar la sentida necesidad jurídica. Consideró extensa la propuesta y susceptible de generar mayor inseguridad.
Honorable Senador Juan Lozano: por su parte, consideró oportuno continuar el debate actual del inciso propuesto y complementarlo con las recomendaciones que hizo la Comisión sin afectar el principio de consecutividad. Lo anterior, con el fin de  obtener una reforma a corto plazo. Sobre la comisión mixta insistió en que requería mayor precisión en cuanto a sus fines, naturaleza y composición. En relación con el listado de delitos solicitó encontrar una fórmula alterna por considerar inconveniente y contra la técnica jurídica constitucionalizar un listado de conductas que en su opinión podría generar un impacto contrario al deseado. Sugirió también que el fondo destinado a la defensa técnica dependa directamente del Ministerio de Defensa. Llamó la atención sobre la necesidad de incluir el fuero disciplinario y sugirió incluir en el Acto Legislativo el fuero carcelario, tal y como lo propuso el partido Conservador. 
General Salcedo Lora: ratificó la conveniencia de la reforma y explicó las motivaciones que llevaron a la Comisión Asesora a formular una propuesta por consenso. Citó algunos ejemplos donde una inadecuada interpretación de la doctrina militar y la aplicación del marco jurídico equivocado llevó a condenas desproporcionadas para los implicados.
Luis Manuel Neira, Secretario General del Ministerio de Defensa: precisó los orígenes de la reforma y explicó uno a uno los diez temas sustanciales con los cuales se busca una reforma integral al juzgamiento de los militares, reiterando la posición del Gobierno expresada en la exposición de motivos.
Juan Manuel Muñoz, Fundación Nueva Esperanza: presentó y radicó una propuesta escrita donde planteó la conveniencia de la reforma pero señalando que podría generar algunos vacíos toda vez que el contexto de aplicación del fuero militar en Colombia no es comparable con el de otros países.
Juan Carlos Esguerra, Ministro de Justicia: reiteró la importancia del tema para el Gobierno y dejó claro que responde a una necesidad actual y sentida de la Fuerza Pública, cuya discusión corresponde al Congreso, libre de presiones externas, sin perjuicio de escuchar a los diferentes sectores que han participado en el debate.
Escuchados estos planteamientos y revisado el proyecto de reforma a los artículos 116, 152 y 221 de la Constitución, radicado por el Gobierno el pasado 16 de marzo, los suscritos ponentes encontramos que si bien la propuesta recoge diferentes alternativas para dar una respuesta integral a los temas que hoy nos preocupan, algunos de los artículos e incisos que se proponen requieren de ajustes y/o aclaraciones para que no existan dudas frente a las reglas de juego a las cuales están sometidos los integrantes de la Fuerza Pública. Lo anterior, con el fin de no dejar a la interpretación lo que de manera precisa debe definir la Constitución en la materia que nos ocupa.
En este orden, se propone modificar la propuesta de Acto Legislativo en los siguientes aspectos:
Tribunal de Garantías
La propuesta radicada propone crear un Tribunal de Garantías en los siguientes términos:

Una ley estatutaria creará un Tribunal de Garantías Penales que tendrá competencia en todo el territorio nacional y en cualquier jurisdicción. El Tribunal será organizado mediante ley estatutaria y ejercerá de manera preferente las siguientes funciones: 

1. Servir de juez de control de garantías en cualquier investigación o proceso penal que se adelante contra miembros de la Fuerza Pública. 

2. Controlar la acusación penal, con el fin de garantizar que se cumplan los presupuestos materiales y formales para iniciar el juicio oral. 

3. Las demás funciones que le asigne la ley. 

El Tribunal de Garantías estará integrado por un número impar de magistrados, elegidos por los presidentes de la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado y la Corte Constitucional. Los magistrados deberán ser especialistas en derecho constitucional, derecho penal o derecho internacional humanitario y cumplir con los requisitos exigidos para ser magistrado de la Corte Suprema de Justicia.  Los miembros de la Fuerza Pública en retiro podrán formar parte de este Tribunal. La ley establecerá un mecanismo de postulación de candidatos que asegure la integración equilibrada del Tribunal. 

Los integrantes del Tribunal tendrán el mismo periodo de los magistrados de la Corte Suprema de Justicia y no podrán ejercer ningún cargo público durante los cinco años siguientes.

Esta adición al artículo 116 de la Constitución propone que el Tribunal tenga jurisdicción nacional y haga parte de la rama judicial, con competencia en las dos jurisdicciones: penal ordinaria y penal militar, y se le faculta para ejercer como juez de control de garantías con una novedad, y es que podrá ejercer un control no meramente formal sino también material sobre la acusación penal que es el momento crucial para dar inicio a la etapa de juicio. 
Dentro de las observaciones tenemos en primer lugar lo relacionado con la oportunidad de crearlo desde la Constitución y no esperar a que lo haga la ley. Por ello, se propondrá su creación directa, sin perjuicio de que una ley estatutaria regule otros aspectos atinentes a su composición, postulación y funcionamiento.
El segundo aspecto que nos preocupa, tiene que ver con la regulación detallada de algunos puntos que bien pueden ser desarrollados por la ley a efectos de simplificar el debate en esta instancia. Si bien la naturaleza y funciones del Tribunal requieren de rango constitucional, así como el mandato de que tenga una composición equilibrada que incluya a miembros de la Fuerza Pública en retiro, también lo es que la calidad de sus integrantes, su forma de integración y mecanismo de selección pueden ser fijados por la ley estatutaria que lo regule.
En este orden, se propondrá un texto que no permita equívocos sobre la integración ponderada del Tribunal con participación de miembros de la Fuerza Pública en retiro y que equipare los requisitos, periodo e inhabilidades generales a los de los magistrados de las Altas Cortes, delegando a la ley los demás aspectos atinentes a la integración del Tribunal. 
Así, el texto propuesto es el siguiente:

Créase un Tribunal de Garantías Penales que tendrá competencia en todo el territorio nacional y en cualquier jurisdicción penal y que ejercerá de manera preferente las siguientes funciones: 

1. Servir de juez de control de garantías en cualquier investigación o proceso penal que se adelante contra miembros de la Fuerza Pública. 

2. Controlar la acusación penal contra miembros de la Fuerza Pública, con el fin de garantizar que se cumplan los presupuestos materiales y formales para iniciar el juicio oral. 

3. Las demás funciones que le asigne la ley. 

El Tribunal de Garantías estará integrado de manera equilibrada por un número impar de magistrados que incluya a miembros de la Fuerza Pública en retiro. Sus miembros serán elegidos por los presidentes de la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado y la Corte Constitucional y deberán cumplir con los requisitos exigidos para ser magistrado de la Corte Suprema de Justicia, tendrán el mismo periodo de estos últimos y estarán sometidos a las mismas inhabilidades.  

Una ley estatutaria establecerá el mecanismo de composición y postulación de los candidatos, el procedimiento para su selección y demás aspectos de organización y funcionamiento del Tribunal de Garantías Penales.
Ley Estatutaria
El proyecto de Acto Legislativo de manera acertada adiciona las materias que pueden ser objeto de ley estatutaria para incluir la regulación sobre juzgamiento a miembros de la Fuerza Pública en cualquier jurisdicción conforme a los artículos 116 y 221.
En principio podría asumirse que el literal b) del actual artículo 152 de la Constitución Política al establecer como materia de ley estatutaria la administración de justicia podría ser suficiente. No obstante, una lectura integral del Acto Legislativo nos lleva a concluir que algunos temas que deberán ser regulados por la ley y que impactan directamente en la seguridad jurídica de los miembros de la Fuerza Pública, exceden el tema de estructura, competencias y organización de la administración de justicia y ello justifica la adición propuesta.

Algunos de estos temas serían:

· Tipificación de los crímenes de lesa humanidad.

· Definición precisa, específica y taxativa de tipos penales que no son de conocimiento de la justicia penal militar. 

· Funcionamiento y composición del Tribunal de Garantías Penales. 

· Reglas de interpretación y aplicación del Derecho Internacional Humanitario. 

· Armonización del Derecho Internacional Humanitario con el derecho penal. 

· Composición, postulación y funcionamiento de la comisión mixta. 

· Garantías de autonomía e imparcialidad de la justicia penal militar y policial. 

· Desarrollo del sistema de defensa técnica y especializada para miembros de la Fuerza Pública. 

Frente a este artículo se propone una variación en la redacción a efectos de precisar el nuevo literal, así:
Las materias señaladas en los artículos 116 y 221 de la Constitución, atinentes al juzgamiento de los miembros de la Fuerza Pública en cualquier jurisdicción. 

Delimitación de competencias entre justicia ordinaria y justicia penal militar
En este aspecto el proyecto presentado trae el siguiente texto: 
En ningún caso la Justicia Penal Militar conocerá de los crímenes de lesa humanidad, ni de los delitos de genocidio, desaparición forzada, tortura, ejecución extrajudicial, desplazamiento forzado, violación y abusos sexuales, actos de terror contra la población civil y reclutamiento o uso de menores. Salvo los delitos anteriores, las infracciones al Derecho Internacional Humanitario cometidas por miembros de la Fuerza Pública serán conocidas exclusivamente por las cortes marciales o tribunales militares.

La propuesta representa una herramienta que resultará de suma utilidad para el operador judicial, en cuanto aclara y determina taxativamente los delitos que por su naturaleza y según se ha reconocido por instrumentos internacionales rompen el nexo funcional con el servicio y resultan ser totalmente extraños a la función militar o policial. Consideramos que bajo este postulado se adecúan sin ningún problema los delitos de lesa humanidad y el genocidio. 
No obstante, respecto de las otras conductas que se mencionan: ejecución extrajudicial, desplazamiento forzado, violación y abusos sexuales, actos de terror contra la población civil y reclutamiento o uso de menores, si consideramos que deben ser excluidas del proyecto para delegar en la ley estatutaria una regulación que contenga una lista precisa, específica y taxativa de conductas que en ningún caso pueden ser de conocimiento de la justicia penal militar. 
Es decir, si bien la Constitución podría incluir algunas conductas que ostensiblemente no guardan relación con el servicio,  sería pertinente reenviar a la reserva de ley estatutaria la delimitación y definición de aquellas cuyo conocimiento no es de la justicia penal militar.
Esta  delimitación de los delitos que posteriormente serán tipificados en la ley, limita el marco de configuración para reducir ostensiblemente  los “Casos Difíciles” o zonas de penumbra. 

La propuesta consiste entonces en dejar a una ley estatutaria la tarea de señalar de manera específica, precisa y taxativa aquellos delitos que conoce la justicia penal militar.
Proponemos entonces que se mantengan los de lesa humanidad y genocidio y se señale que una ley estatutaria definirá un listado específico, preciso y taxativo de los delitos que no deben ser conocidas por la justicia penal militar. Un listado taxativo implica mayor precisión para el operador judicial y seguridad jurídica para los investigados y las víctimas. 
El tratamiento legislativo especial de mayorías y consensos y un control previo por parte de la Corte Constitucional, que requiere la ley estatutaria, sin lugar a dudas otorgará un marco jurídico claro para los operadores judiciales tanto de la jurisdicción especializada como de la jurisdicción ordinaria y seguridad jurídica para los sujetos procesales. 

Lo anterior significa que el juez ya no estaría obligado a resolver esta discusión caso a caso y por vía interpretativa apoyado en la jurisprudencia, sino que contaría con una norma de carácter constitucional y legal que debe ser de aplicación inmediata. Es decir que tanto el juez constitucional como el juez penal deberán remitirse a un listado específico, preciso y taxativo de delitos. Esto se traduce en mayor celeridad de la investigación y en la garantía del respeto al derecho de juez natural.
En cuanto a la competencia que hace la propuesta de dejar al conocimiento exclusivo de la justicia penal militar las infracciones al derecho internacional humanitario, no tenemos objeción alguna. Por el contrario, nos parece que se trata de un gran avance para adecuar la legislación a la situación a la situación de conflicto interno y a la compleja realidad operacional que afronta nuestra Fuerza Pública.

En el marco del conflicto armado, los delitos en los que eventualmente puede incurrir un miembro de la Fuerza Pública en el ejercicio de las funciones que le ha otorgado la Constitución y la ley deben ser evaluados bajo las normas de Derecho Internacional Humanitario. En consecuencia, las conductas que puedan a llegar un hecho punible deben ser de conocimiento de la justicia especializada, así como las conductas que tienen relación con el servicio en los términos del inciso 1º del artículo 221 de la Constitución Política.

En este punto, es de vital importancia señalar que el debate sobre la jurisdicción competente no es un debate sobre la responsabilidad y certeza de la comisión de un hecho punible, sino es más bien un debate de juez natural que lo que busca es determinar si respecto a un hecho concreto de un miembro de la Fuerza Pública la investigación penal debe estar a cargo de la jurisdicción especializada o si por el contrario es de la jurisdicción ordinaria.

En este orden, el texto que para este tema se propone es el siguiente: 

En ningún caso la justicia penal militar conocerá de los crímenes de lesa humanidad, del genocidio, ni de los delitos que de manera específica, precisa y taxativa defina una ley estatutaria. Salvo los delitos anteriores, las infracciones al Derecho Internacional Humanitario cometidas por miembros de la Fuerza Pública serán conocidas exclusivamente por las cortes marciales o tribunales militares. 

Comisión mixta
La propuesta presentada consigna la creación de esta comisión en los siguientes términos:

Si en desarrollo de una acción, operación o procedimiento de la Fuerza Pública, ocurre algún hecho que pueda ser punible y existe duda sobre la jurisdicción competente, una comisión mixta integrada por representantes de las dos jurisdicciones, constatará inmediatamente lo sucedido y remitirá la actuación a la que corresponda. La ley estatutaria regulará  la composición de la comisión y la forma en que será apoyada por los diferentes órganos de Policía Judicial de las jurisdicciones ordinaria y militar. También indicará las autoridades que pueden solicitar la  intervención de la comisión,   los plazos que deberá cumplir y la manera de solucionar sus desacuerdos.
Es preciso proponer una redacción que no deje dudas sobre la naturaleza, funciones y composición de esta novedosa comisión: i) la Comisión por ser de carácter mixto compuesta por representantes de las dos jurisdicciones tendría por objetivo constatar en cumplimiento del principio de inmediatez si un hecho pueda llegar a constituir una conducta punible; ii) el informe que emite la comisión facilita mediante su concepto técnico y especializado que se observe el marco jurídico aplicable a cada caso y se remita lo actuado a la jurisdicción competente; iii) la Comisión debe constatar los hechos, limitándose a determinar si ha habido una conducta punible y la jurisdicción a la cual correspondería su conocimiento.  La comisión no interfiere en la facultad del Consejo Superior de la Judicatura para dirimir conflictos de competencia.
La comisión es un espacio permanente de coordinación, de carácter mixto, compuesta por representantes de la jurisdicción ordinaria y penal militar, que apoyados en la policía judicial de ambas jurisdicciones, tiene como cometido primordial conceptuar de manera técnica y especializada si en un caso concreto se ha cometido o no un delito y en éste último evento enviar su concepto a la jurisdicción debe iniciar esa investigación. 
La comisión, verificados los hechos, procederá de inmediato a enviar las actuaciones a la jurisdicción ordinaria o a la penal militar, según corresponda. 
La comisión, respetando los postulados constitucionales, puede llegar a la conclusión de que no existe mérito para iniciar una investigación penal. Esto resulta coherente con lo preceptuado en el artículo 250 de la Constitución: 
La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción penal y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito que lleguen a su conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella o de oficio, siempre y cuando medien suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia del mismo… se exceptúan los delitos cometidos por Miembros de la Fuerza Pública en servicio activo y en relación con el mismo servicio.
Se trata de una comisión de coordinación y no de un tribunal de carácter jurisdiccional que decide competencias. Sus pronunciamientos no tienen carácter jurisdiccional, se limita a presentar un concepto técnico y especializado basado en las constataciones probatorias.   
En la medida en que la propuesta de Acto Legislativo delimita la competencia de las dos jurisdicciones, el papel de la comisión será excepcional y restrictivo según las reglas que determine la ley estatutaria. Así, la aplicación de las reglas de competencia constitucionales y legales son las llamadas a establecer primariamente la competencia. La comisión mixta opera excepcionalmente con carácter técnico cuando estas reglas no ofrezcan suficiente claridad. En todo caso, el Consejo Superior de la Judicatura o quien haga sus veces siempre tendrá la facultad de dirimir los conflictos de competencia.
Se propone entonces, la siguiente redacción:
Si en desarrollo de una acción, operación o procedimiento de la Fuerza Pública, ocurre algún hecho que pueda ser punible y aplicando las reglas constitucionales y legales existentes no puede determinarse la jurisdicción competente, una comisión de coordinación mixta integrada por representantes de la jurisdicción ordinaria y de la jurisdicción penal militar, constatará inmediatamente los hechos y preliminarmente remitirá la actuación a una de las dos jurisdicciones, sin perjuicio de las facultades asignadas al órgano encargado de definir el conflicto de competencias. La ley estatutaria regulará la composición de la comisión,  la forma en que será apoyada por los órganos de policía judicial de las jurisdicciones ordinaria y penal militar, las autoridades que pueden solicitar su intervención y  los plazos que deberá cumplir. 

Defensa técnica especializada
El Proyecto de Acto Legislativo contempla la creación de un fondo para la defensa de los miembros de la Fuerza Pública en los siguientes términos:

La ley estatutaria creará un fondo destinado específicamente a financiar la defensa pública técnica y especializada de los miembros de la Fuerza Pública, en cualquiera de las dos jurisdicciones, bajo la orientación y coordinación de la autoridad que determine la ley.

El constituyente de 1991 consagró el derecho de defensa como uno de los principales presupuestos del debido proceso. Por eso creemos conveniente, respetando el principio constitucional de la división de poderes, respaldar el proyecto de Acto Legislativo, pues se debe reconocer a los miembros de la Fuerza Pública el ejercicio adecuado y especializado del derecho a la defensa a través de la creación de un Sistema de Defensoría Técnica Especializada.  

Entre las obligaciones internacionales de respeto se encuentra el derecho fundamental a la defensa contenida en el artículo 8º de la Convención, que sostiene: 
Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: 

d. derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor;

e. derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo se nombrará defensor dentro del plazo establecido por la ley (…). 
El ordenamiento jurídico colombiano no puede desconocer el derecho fundamental a la defensa de los miembros de la Fuerza Pública, teniendo en cuenta que se trata de un derecho reconocido universalmente, que para el caso particular se hace más evidente si se tiene en cuenta que cumplen una misión constitucional para la protección de bienes jurídicos superiores. A ello se suma la especialidad y riesgo del ejercicio de la función militar y policial. 
Como quiera que se requiere adecuar el ordenamiento jurídico interno para garantizar el derecho fundamental a la defensa de los miembros de la Fuerza Pública, es necesario crear un sistema de defensa técnica y especializada. Para ello se propone la siguiente redacción:
Crease un fondo destinado específicamente a financiar el sistema de defensa técnica y especializada de los miembros de la Fuerza Pública, en la forma en que lo regule la ley estatutaria, bajo la dependencia, orientación y coordinación del Ministerio de Defensa Nacional. 

Centros de Reclusión para miembros de la Fuerza Pública 
La propuesta presentada por el Gobierno, si bien es integral e impacta diferentes temas sensibles en materia de seguridad jurídica, dejó de lado la discusión sobre la necesidad de prever desde la Constitución la obligación de que los miembros de la Fuerza Pública que sean cobijados con medida de privación de la libertad, cumplan la misma en centros de reclusión especial.
La reclusión en unidades militares o en pabellones especiales no sólo tiene fundamento legal en al actual artículo 27 del actual Código Penitenciario y Carcelario, Ley 65 de 1993, sino también en la jurisprudencia constitucional. En efecto, al declarar el estado de cosas inconstitucional en las cárceles del país, la Corte Constitucional, mediante la Sentencia T-153 de 1998, evaluó las condiciones de reclusión de miembros de la Fuerza Pública e insistió en la obligación de mantenerlos separados de los demás internos y de garantizarles condiciones dignas orientadas a la resocialización. Señaló entonces la Corporación:
De otro lado, el Código de Procedimiento Penal (art. 402), el Código Penal Militar (art. 631) y el Código Penitenciario y Carcelario (art. 27) disponen que los miembros  de la Fuerza Pública cumplirán su detención preventiva “en centros de reclusión especialmente establecidos para ellos y a falta de éstos en las instalaciones de la unidad a la que pertenezcan.”

…

En la inspección judicial realizada en la Cárcel Modelo, la comisión judicial pudo observar uno de los dos sitios especiales en los que se encuentran los miembros de la Fuerza Pública, los llamados CAI, ubicados en un pasillo del pabellón dos. En el mencionado pasillo se encuentran tanto condenados como  sindicados y en él también se presenta la situación de hacinamiento. Lo más grave de todo es, sin embargo, que los internos del denominado CAI se encuentran separados de los demás reclusos únicamente por una reja. Este hecho significa para ellos un riesgo permanente para la vida e integridad personal, pues en el cumplimiento de sus anteriores actividades como miembros de la Fuerza Pública se enfrentaron frecuentemente con reclusos de los otros pasillos y pabellones. Por esta razón, los internos del CAI permanecen durante todo el día en el pasillo, sin salir al patio a tomar el sol…
Así, según la jurisprudencia citada corresponde entonces al legislador elevar a rango constitucional el fuero carcelario, sin perjuicio de fortalecer los controles con el fin de asegurar que para los miembros de la Fuerza Pública se cumplan los principios y finalidades del sistema carcelario. 

En este orden, se propone adicionar un inciso final al artículo 221 en los siguientes términos:
Los miembros de la Fuerza Pública cumplirán la detención preventiva en centros de reclusión establecidos para ellos y a falta de estos, en las instalaciones de la Unidad a que pertenezcan. Cumplirán la condena en centros penitenciarios y carcelarios establecidos para miembros de la Fuerza Pública. 

PROPOSICION

En consideración a los argumentos anteriormente expuestos, proponemos a la Comisión Primera de la Cámara de Representantes, dar primer debate al Proyecto de de Acto Legislativo No. 192 de 2012 Cámara “Por el cual se reforman los artículos 116, 152 y 221 de la Constitución Política de Colombia”
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TEXTO PROPUESTO AL PROYECTO DE DE ACTO LEGISLATIVO NO. 192 DE 2012 CÁMARA “POR EL CUAL SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 116, 152 Y 221 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA”
EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA

DECRETA:

Artículo 1º. Adiciónese el artículo 116 de la Constitución Política con los siguientes incisos: 

Créase un Tribunal de Garantías Penales que tendrá competencia en todo el territorio nacional y en cualquier jurisdicción penal y que ejercerá de manera preferente las siguientes funciones: 

1. Servir de juez de control de garantías en cualquier investigación o proceso penal que se adelante contra miembros de la Fuerza Pública. 

2. Controlar la acusación penal contra miembros de la Fuerza Pública, con el fin de garantizar que se cumplan los presupuestos materiales y formales para iniciar el juicio oral. 

3. Las demás funciones que le asigne la ley. 

El Tribunal de Garantías estará integrado de manera equilibrada por un número impar de magistrados que incluya a miembros de la Fuerza Pública en retiro. Sus miembros serán elegidos por los presidentes de la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado y la Corte Constitucional y deberán cumplir con los requisitos exigidos para ser magistrado de la Corte Suprema de Justicia, tendrán el mismo periodo de estos últimos y estarán sometidos a las mismas inhabilidades.  

Una ley estatutaria establecerá el mecanismo de composición y postulación de candidatos, el procedimiento para su selección y demás aspectos de organización y funcionamiento del Tribunal de Garantías Penales.

Artículo 2º. Adiciónese al artículo 152 de la Constitución Política un literal g), así: 
g) Las materias señaladas en los artículos 116 y 221 de la Constitución, atinentes al juzgamiento de los miembros de la Fuerza Pública en cualquier jurisdicción. 
Artículo 3º. El artículo 221 de la Constitución Política quedará así: 
De los delitos cometidos por los miembros de la Fuerza Pública en servicio activo, y en relación con el mismo servicio, conocerán las cortes marciales o tribunales militares, con arreglo a las prescripciones del Código Penal Militar. Tales cortes o tribunales estarán integrados por miembros de la Fuerza Pública en servicio activo o en retiro. 

En ningún caso la Justicia Penal Militar conocerá de los crímenes de lesa humanidad, del delito de genocidio ni de delitos que de manera específica, precisa y taxativa defina una ley estatutaria. Salvo los delitos anteriores, las infracciones al Derecho Internacional Humanitario cometidas por miembros de la Fuerza Pública serán conocidas exclusivamente por las cortes marciales o tribunales militares. 

Cuando la conducta de los miembros de la Fuerza Pública en relación con un conflicto armado sea investigada y juzgada por las autoridades judiciales, se aplicará siempre el Derecho Internacional Humanitario. Una ley estatutaria especificará sus reglas de interpretación y aplicación, y determinará la forma de armonizar el derecho penal con el derecho internacional humanitario. 
Si en desarrollo de una acción, operación o procedimiento de la Fuerza Pública, ocurre algún hecho que pueda ser punible y aplicando las reglas constitucionales y legales existentes no puede determinarse la jurisdicción competente, una comisión de coordinación mixta integrada por representantes de la jurisdicción ordinaria y de la jurisdicción penal militar, constatará inmediatamente los hechos y preliminarmente remitirá la actuación a una de las dos jurisdicciones, sin perjuicio de las facultades asignadas al órgano encargado de definir el conflicto de competencias. La ley estatutaria regulará la composición de la comisión,  la forma en que será apoyada por los órganos de policía judicial de las jurisdicciones ordinaria y penal militar, las autoridades que pueden solicitar su intervención y  los plazos que deberá cumplir. 
La ley ordinaria podrá crear juzgados y tribunales penales policiales y adoptar un Código Penal Policial. 
La ley estatutaria establecerá las garantías de autonomía e imparcialidad de la justicia penal militar y policial. Además, regulará una estructura y un sistema de carrera propio e independiente del mando institucional. 
Crease un fondo destinado específicamente a financiar el sistema de defensa técnica y especializada de los miembros de la Fuerza Pública, en la forma en que lo regule la ley estatutaria, bajo la dependencia, orientación y coordinación del Ministerio de Defensa Nacional. 

Los miembros de la Fuerza Pública cumplirán la detención preventiva en centros de reclusión establecidos para ellos y a falta de estos, en las instalaciones de la Unidad a que pertenezcan. Cumplirán la condena en centros penitenciarios y carcelarios establecidos para miembros de la Fuerza Pública. 

Artículo 4º. El presente Acto Legislativo rige a partir de la fecha de su promulgación. 
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